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En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a los ---li'a- días del mes de

JuLt'.O de dos mil catorce, se reúnen en Acuerdo los Señores Jueces de la Sala III

de la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la

Ciudad Autónoma de Buenos Aires para conocer en el recurso de apelación interpuesto

por la actora (fs. 789) contra la sentencia de fs. 780/786, dictada en los autos

"GONIONDZKY ROMINA ALEJANDRA el GCBA si EMPLEO PÚBLICO (NO

CESANTÍA NI EXONERACIÓN)" Expte. N° EXP 23062/0. Practicado el sorteo

pertinente, resulta que debe observarse el siguiente orden: DI. Hugo R. Zuleta, DI.

Esteban Centanaro y Dra. Gabriela Seijas. Los magistrados resuelven plantear y votar la

siguiente cuestión: ¿se ajusta a derecho la sentencia apelada?

A la cuestión planteada, el DI. Hugo R. Zuleta dijo:

l. A ('S. 1{l4 se presentó Romina Alejandra Goniondzky y promovió

demanda contra el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires a fin de que se le abonen las

diferencias salariales existentes entre su situación de revista al mes de julio de 2005

(i.e., nivel D grado 04) y el nivel C grado 03 o el nivel y grado que el tribunfil considere

que le hubiera correspondido.

Aclaró que las referidas diferencias salariales debían abonarse en forma

retroactiva al mes de agosto de 1998, fecha en la que fue transferida a la Procuración

General, y hasta julio de 2005, fecha en la que se produjo un nuevo reescalafonamiento.

Solicitó, además, que se le abonen los intereses cOITe~pondientes,

aplicándose la tasa activa del Banco de la Nación Argentina para las operaciones de

descuento, desde que cada suma debió ser abonada hasta su efectivo pago.

Requirió, asimismo, que se condene al GCBA a efectuar los apOlites de ley a

su cuenta del sistema previsional.

Fundamentó su pretensión en tres argumentos.



En primer lugar, sostuvo que debería haber sido reencasillada en los

términos del decreto 922/94.

En segundo lugar, argumentó que, aun suponiendo que no correspondía su

reencasillamiento en los términos del decreto 922/94, tenía derecho a las diferencias

salariales reclamadas en virtud del principio de igual remuneración por igual tarea

consagrado en el artículo 14 bis de la CN. En este sentido, sostuvo que "no existe

diferencia alguna entre las tareas, horarios, régimen de empleo o funciones que

desarrolla cualquier profesional de la Procuración General que fllera reencasillado en el

nivel C-03 según los términos del decreto 922/94 y el [sic] que suscribe" (fs. 8 vta.). Por

lo tanto, consideró que, al no existir diferencias relevantes entre las tareas que

desempeñaba ella y las que desempefíaban otros trabajadores de la Procuración General,

tenía derecho a la misma remuneración que éstos.

En tercer lugar, argumentó que lo contrario implicaría un enriquecimiento

sin causa por parte de la administración.

Por último, "ante el hipotético planteo de la demandada sosteniendo la

imposibilidad de aplicación del criterio sustentado por esta palie con relación al decreto

922/94 por cuanto el punto 2.1 del Capítulo II del Anexo II del decreto 670/92 veda

toda modificación al escalafonamiento originario" (fs. 9) solicitó que se declare la

nulidad e inconstitucionalidad de éste.

11. A fs. 780/786, la jueza de primera instancia rechazó la demanda. Para así

decidir se fundó en las siguientes consideraciones.

En primer lugar, delimitó la cuestión debatida en autos. En este sentido,

sostuvo que "la cuestión a dilucidar en autos reside en determinar el alcance del Decreto

922/94 y si, como consecuencia de ello, corresponde modificar el encasillamiento

originario de la actora. Por otra parte, y para el caso de no prosperar la pretensión

preliminar, corresponderá examinar la procedencia del cobro de las sumas que pretende

en virtud del principio de igual remuneración por igual tarea constitucionalmente

consagrado y el instituto de emiquecimiento sin causa"

En segundo lugar, detalló la normativa involucrada en el caso.
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En tercer lugar, sostuvo qUf ¡>:.' u Tespondía aplicar el decreto 922/94 a los

agentes que, como la actara, habían ~;Ir1;' ticl:,;Jadadas a la Procuración General con

posterioridad a su dictado. En este sentido, ¡nvocó los precedentes del TS] "Carracedo"

(EXP 2567, sc,lfel1.cia del '21)/4/2004) y "'['oÍlerc!li" (EX'? 2781, sentencia del 16 de

junio de 2004) y la doctrina plenaria que fuera establecida en "González, Rubén el

GCIJA si Empleo Público" (E':XP 3973/0, sentencia del 30/12/2004).

Concl uyó que "no cabe más que rechazar la pretensión de la actora tendiente

a la aplicación del Decreto 922/94, y la \l}dif'~:ación de su encasillamiento originario"

En cuarto lugar, analizó :,:: :'n:ulllcnto referido al principio de igual

remuneración por igual tarea. A este respecto sefíaló que la procedencia de este reclamo

requería que se acreditara la existencia de agentes que desempeñaban las mismas

funciones que la actora y percibían un salario mayor.

Argumentó que, en el caso, la actora no había "logrado comprobar la

existencia de idénticas funciones entre ;!(IJcllos agentes de la Procuración que fueron

reencasillados de acuerdo al Decreto 9./2 en,l los cuales pretende ser comparada". En

este sentido observó que:

a) La adora no cfec,lló c1id1o análisis comparativo en su escrito de inicio

b) Las declaraciones testimoniales "no han resultado esclarecedoras para

sustentar su~; a~;everaciones ji.e., las de la actora]". En este sentido,

señaló que:

1. Los testí~'.n:; (:~'c.1l compañeros de trabajo de la actora

11. Sus deci:u';:.:'ic,nes no proveen "elemento probatorio

alguno que demuestre concretamente la igualdad que

invoca"

111. Aun cuando la testigo Porta haya afirmado que "la actora

no c:;taba equiparada en los términos del Decreto 922/94

pese a cumplir las mismas tareas" (fs. 260) ello no ha

sido acredilndn en estos actuados (ni por prueba



documental, ni por prueba informativa). Lo mismo vale

respecto de las afirmaciones de los restantes testigos en el

sentido de que la actora cumplía con los requisitos para

estar encasillada dentro del régimen del Decreto 922/94

(v. fs. 260 vta.!261, respuestas a la quinta y octava

pregunta respectivamente)

c) A fines de acreditar la igualdad ele funciones, la actora pudo haber

solicitado al órgano correspondiente que informara sobre las tareas que

desempeñaba la actora en comparación con los abogados que revistaban

en el Nivel C-OJ con los cuales pretendía equipararse. Sin embargo, no

lo hizo.

En virtud de estas consideraciones concluyó que la actora no había

acreditado la desigualdad alegada y, por lo tanto, rechazó el argumento.

En quinto lugar, analizó el argumento referido al enriquecimiento sin causa.

Sostuvo que para que proceda la acción in rem verso debían configurarse los siguientes

extremos:

a) enriquecimiento de una parte;

b) empobrecimiento de la otra;

c) relación de causal idad entre (él) Y (b);

el) ausencia de causa justificante;
,

e) carencia de otra acción útil para remediar el petjuicio.

Observó que, teniendo esto en cuenta, "no se advierte de lo alegado por la

actora cómo es que lo expuesto podría encuadrar en esta teoría". Por otro lado, sostuvo

que no se habían alegado ni probado ninguno de los requisitos referidos.

Por lo tanto, consideró que este argumento también debía rechazarse.

Habiendo rechazado los tres argumentos ele la actora concluyó que

correspondía rechazar la demanda.

Por último, analizó el planteo de inconstitucionalidad elel punto 2.1 elel

Capítulo del Anexo Ir del decreto 670/92, al que rechazó por considerar que carecía de
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"un mínimo desarrollo argumental sólic":I,' objetar la constitucionalidad de la norma

referida" .

nI. A Ü.=. 7H9 l,,¡'leteor'! illt,'rpone ,.r~(urso d,:: apelación y expresa agravios a

fs. 798/808, los que son contestados a fs. 815/819.

En primer lugar, aclara que, contrario 3 lo que sostuvo la jueza de primera

instancia, no pretende las diferencias salar;ales entre su categoría (D-04) y la categoría

e-03. En este sentido, observa que e' :.:u ":<crito de inicio reclamó las diferencias

salariales que existiesen entre ellas () 1m (¡' en definitiva surgieran de las probanzas de

autos.

En este orden de ideas, advierte que del oficio librado a la Dirección

General de Recursos I-rumano:, surge que, por aplicación del Decreto 922/94, le

correspondería la categoría B-OO,

Por lo tanto, sol icita que se n (~¡:'¡'l'que se le abonen las diferencias salariales

existentes entre la categoría 0.04 y la B-on

En segundo lugar, se agravia ele las consideraciones de la jueza de grado

respecto a la falta de prueba de 1<. ,Jc:".;gllalchd alegada. En este sentido, argumenta que:

1)

2)

La afirmación del (l quo según la cual no había comparado su

situación COI1 la de otros trabajadores es sencillamente falsa.

Observa que en la prueba testimonial se comparó a la actora

con difcrellt~; ah)gaclos que revistaban en categorías

superiores y que los testigos corroboraron que realizaban

idénticas funciones.

Todos los abogados eJe la PfOcuración General revestían en

catcgol'ías sllpcriores. La categoría 0-04 en la que revistió

corre~;ponde, en cambio, a tareas administrativas. Ella, por su

parte, denlOsln') ser abogada y haberse desempeñado en tal

carácter realizQndo dictámenes. Se refiere, en este sentido, a



3)

4)

los siguientes elemento~~ de prueba: título de abogada,

informe del Colegio Público de Abogados de Capital Federal

según el cual está iilscripta y matriculada en dicha institución

(k 263), el hecho de que ~;e le abona adicional por título y

listado demosLrativü de bs expedientes en los cuales

dictaminó (fs. 157/159). Señala que, además, se encuentra

incorporada en el poder general otorgado a Jos letrados ele la

Procuración General a efectos de defender y representar a la

administración local.

En este orden de jdea~;, destaca que el sólo hecho de que se le

hayan asignado tarf;~;:; pr01esionales, propias del nivel C-OO

en adelante, y que, sin embargo, se la haya remunerado por la

categoría 0-04, correspondiente a funciones de carácter

administrativo, es suficiente para considerar procedente a la

demanda.

Es falso que, corno señala el a quo, no haya acreditado que

realizaba idénticas funCiones que aquéllos que fueron

reencasi1Jados conflH"l,le al Decreto 922/94. En este sentido,

se remite nuevamente a la prueba testimonial y, además, a la

prueba informativa. Observa que el informe N° 712-DRI-JPG-

2009 acredita que la adora presta servicios en carácter de

abogada desde ellO de agosto de 1998 en la Dirección

General de Asunto~; Patrimoniales.

En repetidas oponun ¡daeles en este expediente solicitó a la

Procuración General que irü()rmara "acerca de la nómina de

letrados -sin funciones ejecutivas- que se desempeñan en la

Procuración General que haya sido encasillado en los

términos del Decreto 922/94, que no tengan juicios él cargo, y

que no se desempet'íe en las áreas de Dictámenes y/o

Amparos". La Procuración General nunca contestó. Este

hecho no fue valon:IGo adecuadamente por el a quo. Con
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respecto a (" :. nto, solicita como medida para mejor

5)

proveer un l1!JC\ : ir~r.Jnne a la Procuración General.

Contrariamente il 10 que a[irma el a quo, los testigos han sido

c!ams, ( O')C"3Y; " mlnLC¡;,'303 respecto a la funciones

desempeñadas por la actora y los otros abogados

identificados. Sus testimonios son, por lo tanto,

esclarecedores ¡'especto a la identidad de funciones y

responsabiJ i( .!/les (n los otros abogados de la Procuración

Geners1.

En tercer lugar, se agravia de que se haya considerado que sus funciones

estaban encuadradas correctamente en la categoría D ..04. Argumenta que, conforme al

decreto 3544/91, aquélla corresponde n funciones administrativas. En este orden de

ideas, sostiene que las funciones que ,¡ /.'1 "ealizaba no eran administrativas y que,

encuadraban, en cambio, en el Nivel C.

A Ü:. 821/822 emitió dii.wJn<:~n1J 2;ra. Fiscal ele Cámara.

A Cs. 823 se elevaron Jos autos al ;]cuerc!o de sala.

lV. Procederé en el siguiente orden. En prIlller lugar, analizaré el pnmer

argumento de la aetora, según el cual I 1 ::; .•.tTi~1 haber sido reencasillada en los términos

del decreto 922/94, y sostendré que debe :,;;r rechazado (considerando V). Establecido

ello, evaluaré el segundo argumento ele la aetorn, según el cual su pretensión es

procedente en virtud del principio de igual remuneración por igual tarea. A tal efecto

examinaré si se encuentra aerecljjadn. en autos la desigualdad alegada por la actora,

teniendo en cuenta ¡os agravios que ésta l(mnulara al respecto. Sostendré que existen

elementos suncientes para tener por ;I:¡:dilada la violación al principio de igual

rcm uneración por igua! tarea (cc'n~;íderanclu \/ l). En tercer Jugar, analizaré cómo deben



calcularse las diferencias salariales a las qUE: tiene derecho la actora y los intereses

(considerando VII). Por último, examinaré 3i es procedente la pretensión de la actora

referida a los aportes previsionales (considerando VIU).

V. A efectos de evaluar el prirné:r argunl\~l1to de la actora, debe recordarse

que el artículo 7° del pecreto N° 3544/91, por el cual se aprobó el Sistema Municipal

de la Profesión Administrativa (SIMUPA), dispuso que la Subsecretaría de Recursos

I-Iumanos debía dictar las normas de reencasillamiento del personal dentro de los treinta

días de su publicación.

El anexo 1 estableció el modo por el cual se estructuraba el agrupamiento

general, de acuerdo a niveles y grados, ordemtdos según la complejidad, responsabilidad

y requisitos de capacitación propios de las respectivas fUllciones. Quedó conformado

por seis niveles (A, B, C, D, E Y F) con sus respecti'los grados.

El decreto 670/92 -reglamentario del Decreto 3544/91- estableció las

normas de reencasillamiento que habrían de apl icarse a los agentes de la ex

Municipalidad de la Ciudad para proceder a su incorporación al SIMUP A -Anexo 1-,

las especialidades básicas y las condiciones para su ingreso -Anexo 11- y el régimen de

evaluación de desempeño y de incompatibilidades --Anexa JlI-.

El Decreto 922/94 introdujo un nuevo capítulo dentro del Anexo I del

Decreto 670/92, destinado a regular el reencasillamiento, al 1° de julio de ] 994, del

personal "profesional y auxiliar que se desempeí'íe en funciones jurídicas destinadas a la

defensa de los intereses municipales y prestan servicio~-; en el ámbito de la Procuración

General" (art. JO).

A tales efectos, estableció; en el Anexo 1, un puntaje complementario al que

correspondía por aplicación de los artículos 1.3. ] Y 1.3.2 del Decreto 670/92.

Ahora bien, de conJorrnidad con la doctrina plenaria fijada por esta Cámara

in re "González, Rubén Daniel el GCBA si Empleo Público (no cesantía ni

exoneración)", EXP 3973, sentencia del 30/] 2/2004, el decreto 922/94 no es un acto de

alcance general destinado a regir un número indeterminado de situaciones y, en

consecuencia, no ordena el reencasillamiento de todos los agentes que a partir de su
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dictado se incorporen a la Procuracióp

Aires.

,1 del Gobierno de la Ciudad de Buenos

Consecuentemente, en tSlllo ;a demandante ingresó a la planta de la

Procuración Gencrul (:on pOSi.:rir.'Ii,la) :1 '.1¡1;11:, fcr:ha" e, ,:1'11'0 que no tenía un derecho a

ser reencasillacla en los términos del decreto 922/94 tal como planteó en su demanda,

VI. Corresponde ahora anal i/'; IX el segundo argumento de la aclara, Ésta

sostiene que realizaba las ITlismas tare:: L¡:'i(~ ' :ros trabajadores y que, sin embargo, su

remuneración era menor porque, él dik¡":cl¡' :,', de ellos, ella no babía sido reencasilJada

en los términos del decreto 922/94. Su argumento es que, en virtud del principio de

igual remuneración por igual tarea, tiene derecho al mismo salario que aquéllos que sí

fueron reencasi lIados.

En este orelen de iclea~;,cnbc tener presente que en la sentencia plenaria antes

recordada se aclaró que el hecho de que .",' 'reto 922/94 sea un acto administrativo de

alcance particular no significa que puce!,¡ :",:,ia:';,arsc el principio constitucional de igual

remuneración por igual tarea.

Es necc:;ario, enton<:~ s w'~-,¡iI:lr si el' este caso el agente desempeñaba,

efectivamente, tareas idénticas n la:; de quienes han sido reencasillados conforme al

decreto 922/94.

En ese caso debe reconocerse el pago de las diferencia$ salariales

correspondientes por aplicación del prii:,ipio I,onstitucional citado (conf Sala 1, mismo

exple., sentencia e1el7/9/05).

Corresponde, entonces, anal izm la prueba producida en autos a efectos de

determinar si la nctora acreditó la iguakl;xl de tareas y desigualdad de remuneración que

alega.

En este scntido, cuadra aclarar, linlinarmcnte, que la actora sí realizó un

análisis comparativo en su escril,(J de ; ¡¡icíe En primer lugar, sostuvo, en términos

generales, que su remuneración era mellor a In :le quienes habían sido reencasillados en



los términos del decreto 922/94, aun cuando I.'urnpli:m ~asmismas tareas, detalló en qué

consistían éstas. En este orden de ideas .. afim¡ó qUé desde que fue transferida a la

Procuración General, en agosto de 1998, ':e le "asignaron tareas propias de los

profesionales abogados ele esa repartición, co.lsistenIcs en la elaboración ele dictámenes

en el área ele impuestos, elaboración de informes y proyectos en materia de dominio

público y privado de la ciudad, dictámenes en materia de recursos vinculados a Ingresos

Brutos, ABL, revalúo impositivo, impue~;to de sellos, derechos de uso elel subsuelo elel

dominio público local, etc., en la Dirección d::- Asuntos Patrimoniales y Fiscales" (fs. 3

vta). Observó que no obstante realizar "exactamente las mismas tareas que [mi

empleador] le impone a los demás el1lpltado~ en idr:ntiC!ad de nivel y funciones que mi

área [ ... ] no percibo la misma retribución que ellos" (Cs. 3 vta.). En segundo lugar,

individualizó a cuatros agentes que habían sido reencasillados en los términos del

decreto 922/94, a saber, Roveela, Villafañe, Luna y Bruno, y solicitó que se librara

oficio a la Dirección General ele RecursusHurnanos ;} fin de que informara el puntaje

que les fuera asignado por aplicación de aquél ¡.". fs. J 2 \l1a./13).

El GCBA, por su parte, reconoció que la actora fue transferida a la

Procuración General el lO de agosto de 1998, y que desde su ingreso se desempeñó

como profesional abogada en la Dirección General de Asuntos Tributarios y Recursos

Fiscales (fs. 246). Ello fue posteriormente confirmado por la Procuración General en el

informe 712-DRH-PG-09, obrante a fs. 284.

Las razones por las que, en su contestación ele demanda, el GCBA rechazó

el argumento basado en el principio de igual rcmuocl'élción por igual tarea i'üeron dos.

Primero, que la actora no había realizado una comparación individualizada. Segundo,

que había otros factores relevante, distintos de las tareas realizadas, que podían justificar

remuneraciones distintas; v. gr., la antigüedad.

Lo primero es, como señalé, üllso. La actora se comparó explícitamente con

otros agentes e individualizó a cuatro rnediantf;:;sus nombre propios. La identidad de

tareas con éstos y otros agentes quedó, a mi juicio, acreditada por la prueba testimonial

obrante a fs. 260/262, analizada en conjunción con una serie de consideraciones que

expondré a continuación.
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A los testigos se les pregu' "es de los mencionados en e~ escrito de

inicio (Roveda, Villatañe y Luna) rcali::::, .;~ líO las mismas (areas que la aetora.

La testigo Porta contestó al1rnliHlvamcnte, señalando que "todos realizaban

A la testigo Palermo se le preguntó, además de por los tres referidos, por los

profesionales lssi, Jorge Yalle, Juan King, '/orrielli, Lopalma, Jorge López y la propia

testigo. Su respuesta tt.le que a) conocÍ:J a 18 rnayoría de los listados; b) que parte de

ellos realizaban tareas judiciales y O':,,¡l' i licas; y e) que de los que conoce, la

mayoría -Issi, Galippi Felipe y elJa- !L,;, .ncasillados en la categoríaC-3 atento a

tener la misma antigüedad (fs. 2ú 1).

El testigo CJimotivich contestó .que ignoraba si la aetora realizaba o no las

mIsmas tareas que Roveda, Villal~lñe y Luna. Se le preguntó, entonces, si sabía las

tareas que realizaban las Oras. Palennu e lssi. A esto contestó que "la Dra. Rosa

Palermo diclamina sobre temas dr~ asur "" 1'; rirnoniales. Por su parte, la Dra. Adriana

Issi es abogada dictamÍnante, pero no ~:é l"~,,PI~cifícamente, el área de su competencia"

(rs. 261 VI8.).

En resumen, la testigl.) por/a iJec"nró que la actora y los agentes Roveda,

Villafañe y Luna realizaban las misrnas tarea~;; la testigo Palermo declaró que la actora,

lssi y ella reaLizaban las misma~; larcas: y el testigo Climolivich declaró que la actara,

lssi y Palcrmo realizaban las misn~;ls [;JrC,lS. Estas declaraciones son relevantes. Si los

testimonios fuesen dignos de crcclibilid ,1, ClI",Hlces acreditarían que la actara realizaba

las mismas tareas que dichos agentes.

El GCn/\. no señaló ninguna razón para cuestionar la credibilidad de los

testimonios ni ap()rtó pruebas Independientes que sirvieran para demostrar que sus

afirmaciones eran t~lJsas. La juezB (k~ primera inslancia tuvo en consideración el hecho

de que los testigos eran compañeros de Irabé~io de la adora. Esta proximidad con la

actora afectaría su valor probatorio. A, e,e e r.'<',rlCclocaben dos consideraciones. Primero,

que el hecho de la proximidad dn raXónl'¡'; :1;)' cuidadosos en el análisis del testimonio,



pero no necesariamente anula su valor proba:orio. Stgunelo, debe tenerse en cuenta que,

al trabajar con la actora, los testigos son c,-~mr,ctentc~; j1élra expedirse sobre las tareas que

realizaban ella y otros agentes. Por lo tani0, el pun[ü seí'íalado por la jucza de primera

instancia es, a la vez, un defecto y una virtuc: ck lo:, (t:;:)ligo~).

En este contexto, creo que los teslill1onill~; :)On una razón prima fácie para

tener por acreditada la igualdad de tareas con ios reféri(::os agentes.

La desigualdad de remuneración, por su parte, está acreditada, además de

por los testimonios, por los informes cíe :a Dirct2ción de Administración Personal

(Informe N° 68.11 0/SUBRI-l/2009, 1's. 373) y d,~la Dirección de Liquidación de Haberes

(Informe N° 638/SUBRH/2()] O, fs. 399/40B).

Según las declaraciones de la t.:~;tigo Pon':!, existía una diferencia salarial

entre quienes fueron reencasillados en los término:, del decreto 922/94 y quienes no. La

testigo Palermo afirmó que la mayoría de losagent,~s que realizaban las mismas tareas

de la actora fueron encasillados en la catego!'Íél (-3 y que eran remunerados en atención

a ello. En los informes mencionados se éltirmu qlc l(l~ agentes Rovera, Villafaí'íe y Luna

estaban encasillados en la categoría C-3 y qJe Clan J".:rnunerados en ese carácter y que la

aetora, en cambio, estaba ,:;ncusíllada en la c3tegoda D.-4. Asimismo, se detallan las

diferencias salariales existentes entre ambas categorías (v. 1's. 407). Se señala, además,

que, de haberse aplicado el decreto 922/94 a la aclora, ésta debería haber sido

reeneasillada en la categoría 8-00 en atención el su antigüedad (v. fs. 373 vta.).

El argumento del GC8A de que existen otros parámetros relevantes para

realizar distinciones salariales, como, por ,:juT'plo, la antigüedad, debe, por su partc, ser

rechazado. Está probado en autos que la aetora ttníCl mayor antigüedad que los agentes

Roveda, Villafañe y Luna (v. fs. 373/373 vta.). Lo que explica la diferencia salarial es el

hecho de que aquéllos habían sido reencasillados en los términos del decreto 922/94 y ]a

aetora no. Esta no es una diferencia que justifique una distinción en la remuneración.

Teniendo en cuenta las consideraciones realizadas, creo que existen razones

prima facie para tener por acreditada la ¡¡u!aldad de tareas y la desigualdad de

remuneración respecto a los agentes Roveda, V illaíaí'íe, Luna, Issi y Palermo.

La valoración de la prueba debe rCCllízarse, por otro lado, considerando el

contexto en el que se inicia esta demanda. En este sentido, debe tenerse en cuenta que,
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en el marco e1el régimen del decreto 9' , 'es muy probable que las mismas tareas

sean remuneradas de l'orma diferente eLl eL. :,gfnles: recibirá un salario mayor el agente

reencasillado con el régimen especial (quet-: permitió comenzar de forma aventajada en

dependencia" (Cámara en Pleno, "(¡'onzález. Rubén Daniel el CeBA si Empleo Público

(no cesantía n; exo/leroc;ón/", EXT' 3973, sentencia del 30/12/2004, voto del DI". Corti,

considerando VI)

Por las razones expucst:;c:(c' que debe tenerse por acreditada la

vulneración al principio de igual rernun.'¡.~: por igual tarca alegada por la actora. Su

pretensión de cobro ele diferencias salariales es, por lo tanto, procedente.

VIL Corresponde ahora analíznr el monto de las diferencias salariales a las

que tiene derecho la aetora. La adora acreditó, de acuerdo a las consideraciones

expuestas en el considerando anterior, . '1 ,:.I\a real izaba las mismas tareas que otros

agentes que estaban encasillados en 12 c,'!!g'.lría C-3 y cuya remuneración .era mayor.

Sin embargo, también acreditó l;l1C., de ¡¡:ib~r sido rcencasillada en los términos del

decreto 922/94, por su antigikcl:I(', 11]1\1';1 fJblcnielo la categoría 13-00. En su expresión

de agravios solicita que se le abom~n b', di/r:rcncias salariales entre la categoría que

tenía (D-',~)y la categoría B.OO.

Debe determinarse, entonces, si corresponde que el GC13A abone a la actora

las diferencias salariales existente:; ,~ntr: ¡,i ,;¡,'cgoría que ostentaba (D-4) y la categoría

que ostentaban sus compañeros que rCh' ;/; ,;)::"1 las mismas tareas (C-3) o las existentes

entre la categoría que ostentaba ID..4) y 1<1 que le habría correspondido de haber sido

reencasillada en los términos del decreto 922/94 (13--00).

Creo que corresponde lo primero. La razón por la que se considera

procedente la pretensión de la acj.ora no es que debería haber sido reencasilJada en los

términos e1el 922/94 ~;ino que tenía den,L" ;1 igual remuneración a la de aquéllos que

realizaban las mi;,mas tareas. (,,1 rCIlHiw:;;wión de éstos era, conforme a la prueba



producida, la correspondiente a la categoría C--3. La mayor antigüedad de la actora

podría, en su caso, haber justdicado dikl\~¡1Cia~;salariales. No es, empero, una

obligación constitucional realizar dislincicnts ~~,2:¡arialessegún la antigüedad.

Por lo tanto, estimo que debe hacerse lugar al reclamo por diferencias

salariales planteado por la actora, por el periodo cemprendido entre agosto de 1998 y

julio de 2005, tomando como valor de referencia la diferencia entre el haber

efectivamente percibido por la actora (categ;Jrícl 0-4) )' el que le habría correspondido si

hubiera estado encuadrado en la categoría C-3.

A las sumas resultantes, que deberc111determinarse en la etapa de liquidación

teniéndose en cuenta la prueba producida en autos U~:-39]/410), se agregará un interés,

que será el monto líquido que resulte del promedio entre la suma que se obtenga de

aplicar la tasa activa cartera general (préstamos) nominal anual vencida a 30 días del

Banco de la Nación Argentina y la que surja de la aplicación de la tasa pasiva promedio

que publica el BCRA (comunicado 14.290), desde que se devengó caela diferencia

salarial hasta su efectivo pago (Cámara en pleno, Eiben, Francisco el CeBA si empleo

público (no cesantía ni exoneración" EXP 30:.170/0, sentencia elel 31/05/20013).

VIII. La actora solicita, en su es~rito de inicio, que "se condene al

empleador a efectuar los aportes de ley a mi cuenta de sistema previsional" (fs. 1 vta.).

El artículo 10 de la Ley 24.24=~ estableo: que "Los aportes y contribuciones

obligatorios al SUP se calcularán tomando como base las remuneraciones y rentas de

referencias, y serán los siguientes.

a) Aporte personal oe los trahajadores en relación de

dependencia comprendidos en este sistema;

b) Contribución a cargo de los empleadores;

c) Aporte personal de los trabajadores autónomos

comprendidos en el presente sistemR."
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El artículoll, por su parte

trab~~iadorcs en relación de depcndcn\::

~.lece que "El aporte personal de Jos

:[ .Jel once por ciento (11 %), Y la

contribución a cargo de los empleadores oei dieciséis por ciento (16 %),"

"El aporte personal ele los tr8bé.~iadores autónomos será del veintisiete

por ciento (27 %)."

"Los aportes y contribucic. e "!iigatorios serán ingresados a través

del SUSS. 1\ tal efecto, los rnisrnos de, .:' ser declarado:) e ingresados por el

trab~~jaclor autónomo o por el empleador en su doble carácter ele agente ele

retención de las obligaciones a cargo de los trab(~jadores y ele contribuyente al

SUP, según corresponda, en los plazos y con las modalidades que establezca la

autoridad ele aplicación."

El GCBA, en su carúc!u el:. ..,'~~,dor, tiene, entonces, dos obligaciones, a

saber, i) ingresar al SUSS ¡os ap<IIlcs ;1 l"r~') elel trabaj,:l(\or; y ii) ingresar al SUSS las

contribuciones a su cargo.

Debe, advertirse, ernr,ero, que la actora carece de legitimación activa a fin

de exigir su cumplirniento judicié.litllcnte. Se trata, en efecto, de deudas cuya ,acreedora

es la Administración Nacional de la Seguridad Social y cuya recaudación corresponde a

la Administración Federal de Ingresos,!., :{;;)s, organismos que no tienen intervención

alguna en este juicio. Por lo tanto, en '.' ;ISO ele que la dernanclada no efectuara los

aportes ~ql.le poclrú deducir ele las sumas adeudadas- y contribuciones previsionales

correspondientes, la actora poclrú denunciar la situación ante la autoridad de aplicación.

IX. En atención a que se revoca la sentencia ele pnmera instancia,

corresponde adecuar las costas y el rilOll~." ,:1<:; los honomrios a este pronunciamiento (ef.

mt. 249 CCAyT), ndemás de fijar In~;d, , .' ']slancia.



Ahora bien, con respecto a la icguL,jón de Jos honorarios ele los letrados de

la actora y de la demandada, advierto que jIu existe a!~r]liquidación aprobada en autos.

Por lo tanto, al no existir suma líquida a los flncs rcgulatorios corresponde dejar sin

efecto la regulación practicadé1. en la anlcriu[" inslí\ncia y diferirla hasta el momento

procesal oportuno.

En cuanto a las costas, procede su imposición en ambas instancias a la

demandada en virtud de haber resultado suslan::ialn~;ent,~vencida (conf art. 62 CCAyT).

X. Por las razones expuestas, propongo al acuerdo:

1. Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la aclara y, en

consecuencia, revocar la sentencia aJx~ladaYcondenar:d OCBA a abonar a la actora las

diferencias salariales e intereses establecidos en el considerando VII de este voto.

2. Rechazar la preten:;ión de Irl (le[0:,1 re7;;~ridaa los aportes previsionaJes.

3. Diferir la regulación de hon()rm'io~;pac'l ::;\momento procesal oportuno.

4. Imponer las costas de ambas instancia:; al GCBA.

A la cuestión planteada, el DI'. Esteban Centanaro dijo:

l. Adhiero al relato de los hechos c fectuado por mi colega preopinante, así

como también a las consideraciones efectuadas en los puntos V y VI.

11. Con respecto al monto de las dih::rencias salariales a las que tiene

derecho la actara, debo tener en cuenta lo que ya he re~;lleltoen mi carácter de vocal de

la Sala II -al adherir al voto de la Dra. Dan¡ele- en las causa "Cortez, Andrea Karina cl

GCBA si Empleo Público (no cesantía ni -:xnlleración)", sentencia del 19/2/2008, en

tanto allí se fijaron ciertos parámetros par), esL¡blecer en base a qué nivel escalafonario

deberían calcularse. En efecto, en aquella oportunidad se señaló que "el régimen del

decreto 670/92, reglamentario del Sl.MU.P A. encasilló a los agentes conforme diversas

pautas objetivas ~cuya legitimidad no se cuestiona en autos- prevista a lo largo del
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primer capitulo en su anexo 1, entre ellr '\0 enunciativo, antigüedad, capacitación.

En oportunidad de reencasillar al PtTSl.~::' :' J¡ Procuración General el decreto 922/94

estableció un sistema de puntaje complclut:ntario que adicionado al que correspondía

por el anterior cnc(l',illarniento, ,ktl;'.rJlllr,','!Ja 18 nueva siiua.::ión de revista". Por esa

razón, tal como se consideró en aquella oportunidad, equiparar salarialmente a la actora,

no equivalía a reconocerle igual salario que los agentes de la Procuración encasillados

en la letra C grado OJ, sino aplicar los par"illlCtros de los que resultó el reencasillamiento

de aquellos. Ello se traduce, por ene' ,;;\'; contemplación de las pautas objetivas

incluidas en el decreto 922/94, al sólo e,:', .. ,:1..:ponderar las directrices tenidas en miras

por la administración al fnomento de rcencasillar a sus agentes. No se trata de hacer

renacer los términos de una nonna extinta, sino de ponderar las pautas que la

administración tuvo en cuenta al rccncasillar a sus agentes, de forma tal de otorgar a la

actora, de manera proporcional y objetiva, el misrno tratamiento. Se trata, pues, de una

situación de igualdad estructura.! ant lid, nominal, que contemple las distintas

variables objetivas que previó y rHcvé t:l, ::: r,';,;n jurídico. La igualdad es, entonces en

este aspecto, un tratamiento proporcion¡dlllcnte similar (v. doctrina causa. "Besner

Enrique Mario el GCI3A", Expedi~:nte !,y 1',7') l/O, sentencia del 23/9/2008, Sala JI).

HI. En función de e!l"" es men,~~;ter señalar que la actora se encontraba

encasillado en el nivel D grado 4, que tiene asignado un puntaje de 600 (decreto

67(/92). Con lo cual, recurriendo al '<l~.:r¡') por el cual fueron reencasillados sus

colegas (decreto 922/94) corresponde C,11;; ,L;"lc un jJulltaje complementario de 300. De

la suma de seiscientas unidades ()rig.inarial1lcnte asignadas con el puntaje

complementario, arroja un total de 900 puntos., debiendo, por ende, eqUIpararse

salarialmente a los agentes enca:;illndos ell el nivel 13grado 00 [cfr. informes de fs. 275

y 373/.

En consecuenCIa, ]8 :lctrm' .Jh'rá percibir, en concepto dedifereneias

salariales, la suma que resulte d,:; eCJlÚ¡:":' ¡ " I ni ve! c~;calaronario que poseía -nivel D



grado 4- con el que le hubiera correspondick! en caso de haber sido reencasillado de

acuerdo a las pautas del decreto 922/94 ..;ü\,;,! lJ ;;raclo 00-. Ello, claro está, por el

período comprendido desd(;;el agosto de ::99f\ '/ julio de 2005.

Las sumas otorgadas generarúlJ inlereses, desde que cada una fue debida y

hasta su efectivo pago. RespectO de la tasa ck interé5, de acuerdo con el Ll110 plenario de

esta Cámara en la causa "Eiben,Francisco el CiCBA si empleo público (no cesantía ni

exoneración)", EXP 30370/0, del 31 de mayo (je 20U, los intereses que devenguen las

sumas reconocidas en el sub lite, deberán calcularse hasta el efectivo pago, aplicando el

promedio que resulte de las sumas líquidas 1,.,t1.~ se obtengan de (i) la ta~;aactiva cartera

general (préstamos) nominal anual vencida ji 30 día::.del Banco de la Nación Argentina

y de Oi) la tasa pasiva prornedio que publica el BCRA (comunicado 14.290) .
. )

IV. Con relación al agravio esgrirnido P~)J la parte actora consistente en que

el GCBA se hiciese cargo de sus apone::. previsicnales, cabe señalar que sobre la

cuestión ya me he expedido en las causas "Larrategui, Alicia Marta y otros el GCBA si

empleo público (no cesantía ni exoneración)', Expte. N°233 10/0, del 02/0712013, y

"Pereyra, Pablo cl GCBA si empleo púbFcu (no cesantía ni exoneración)", Expte.

N°23524/0, sentencia del 30/07/13, ambas de Saja 11,conclusiones a las que cabe remitir

brevitatis causae.

Ahora bien, con respecto a la cUi.:stión en análisis, corresponde traer a

colación lo resuelto recientemente por el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad

Autónoma de Buenos Aires -en adelante, 'nUCABA. en la causa "GCBA si queja por

recurso de inconstitucionalidad denegado en: ¡'erona, Adine del Carmen el GCBA si

empleo público (no cesantía ni exoneración)", Expte N°9122/12, sentencia del 22/1 0/13.

En el mentado pronunciamiento, con relación a la cuestión previsjonal de

los trabajadores, accesoria él la pretensión principal, el tribunal citado -a raíz de su nueva

y actual composición- efectúo un reexamen de las posturas sustentadas hasta ese

momento sobre el asunto que nos ocupa ((')/lL voto de la mayoría integrada por los

Dres. Conde, Weinberg y Casás).

En este sentido, luego de efeclua, una re~efw de las normas contenidas en la

ley N°24.241 en la que se regulan los apcntcs y contribuciones obligatorios al actual
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Sistema Integrado Previsional Argentino (SIPA) -conf. ley N°26.425-, los citados

magistrados sostuvieron que el hecho de que " ...10 normativa citada imponga al

empleador la obligación de practicar las respectivas retenciones en las remuneraciones

que abona, correspondientes al aporte personal a cargo de los trabajadores, no

significa -sin más- que el trabajador pueda quedar liberado de la obligación que la ley

le asignó".

De ese modo, si bien coincidieron en que la admisión del reclamo del actor

producía efectos jurídicos en el ámbito previsional, lo cierto es que puntualizaron que

" ... no podrían ventilarse aquí a,spectos relativos a la exigibilidad, determinación y

cancelación de la eventual deuda previsional que podría interesar a la AFIP en su

carácter de ente acreedor ( ... ) pues, de lo contrario, no solo se violario el derecho de

defensa en juicio de la AF'IP (que no tuvo intervención en autos) sin~ también se

excedería la competencia de los tribunales porteños (al avanzar sobre temáticas

previsionales cuyo tratamiento le ha sido asignado al .litera federal de la seguridad

social en virtud del art. 2 de la ley na 24.655)".

En este contexto, el TSJCABA, por mayoría, entendió que correspondía

" ... poner en conocimiento de la Administración Federal de Ingresos Pú.blicos lo

decidido en el presente proceso con el objeto de que la misma proceda como estime

corresponder". De ese modo, decidió" ... revocar la sentencia de Cámara en cuanto

condenó al GCBA 'a regularizar la situación previsional de la accionanle integrando

los aportes y contribuciones adeudados al sistema de la seguridad social '''o

En virtud de lo expuesto precedentemente, entiendo que razones de

economía procesal aconsejan aplicar la doctrina adoptada en el citado pronunciamiento

del TSJCABA.

v. En consecuencia, si mi postura es compartida, propongo al acuerdo: l)

hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la actora, y en consecuencia, revocar

la sentencia apelada y condenar al GCBA a abonar a la actora las diferencias salariales e
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intereses establecidos en el considerando 1I y III de mi voto, 2) poner en conocimiento

de la Administración Federal de Ingresos Públicos la sentencia dictada para que proceda

como estime correspondiente, 3) diferir la regulación de honorarios para el momento

procesal oportuno; 4) Imponer las costas de ambas instancias al GCBA.

Así dejo expresado mi voto.

La Dra. Gabriela Seijas adhiere al voto del DI. Zuleta.

En virtud de lo expuesto, el tribunal, por mayoría, RESUELVE:

1. Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la actora y, en

consecuencia, revocar la sentencia apelada y condenar al GCBA a abonar a la actora las

diferencias salariales e intereses establecidos en el considerando VII del voto del DI.

Zuleta.

2. Rechazar la pretensión de la actora referida a los aportes previsionales.

3. Diferir la regulación de honorarios para el momento procesal oportuno.

4. Imponer las costas de ambas instancias al GCBA.

Regístrese, notifíquese a la Sra. Fiscal y a las partes, y oportunamente

devuélvase.


